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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE CASACIÓN CIVIL

Magistrada Ponente

MARGARITA CABELLO BLANCO 

Bogotá, D. C., tres (3) de octubre de dos mil trece (2013).
Ref: Exp. 11001 31 03 020 2006 00507 01 
Procede la Corte a resolver sobre la admisibilidad de la demanda de casación formulada por la demandante, frente a la sentencia de 31 de mayo de 2012, proferida por la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá dentro del proceso ordinario reivindicatorio promovido por CLAUDIA PATRICIA HERNÁNDEZ RONDÓN contra MERCEDES ALBORNOZ NIÑO. 

ANTECEDENTES

1.- La señora CLAUDIA PATRICIA HERNÁNDEZ RONDÓN formuló acción de dominio reclamando que le pertenece la plena propiedad sobre el inmueble de matricula inmobiliaria No 50C-258801 y que se identifica con ubicación, medidas y linderos en el libelo demandatorio del litigio.

         1.1.- Soportó sus súplicas reseñando que se encuentra privada de la posesión material de la heredad pretendida y advirtió que esa posesión la ejerce actualmente la convocada, quien además inició un proceso de pertenencia y le fueron negada las pretensiones en ese juicio.

         1.2.- Refiere que su titularidad sobre el derecho de dominio del predio provino de la sentencia de adjudicación en la sucesión intestada de su padre, ALBERTO HERNÁNDEZ GARCÍA, decisión que profirió el Juzgado Dieciocho de Familia de la ciudad de Bogotá. 

         1.3.- El extremo pasivo se opuso a las pretensiones, propuso excepciones y formuló demanda de reconvención procurando que se declare que adquirió el inmueble por el cauce de la usucapión.

         2.- El Juzgado Veinte Civil del Circuito del Distrito Capital, luego de agotar los trámites procedimentales de rigor, finiquitó la primera instancia mediante sentencia de 13 de mayo de 2011. Al efecto, señaló que MARÍA MERCEDES ALBORNOZ NIÑO ganó por prescripción adquisitiva el inmueble materia del juicio y denegó la excepción de inexistencia de la prescripción alegada, entre otras ordenaciones.

         3- La referida decisión, una vez se tramitó la apelación contra ella interpuesta por la demandante, se confirmó por el Tribunal quien, después de abordar presupuestos procesales y los aspectos normativos, doctrinales y jurisprudenciales sobre el que gravitaba la discusión a propósito del instituto de la prescripción explicó: “revisado el acervo de prueba, encuentra esta Corporación, que las pretensiones de la señora ALBORNOZ NIÑO están llamadas a la prosperidad, en buena medida, por como lo dilucidó el Juez de primer grado, gracias a las testimoniales acopiadas en el decurso procesal, y las que se arrimaron como prueba trasladada, pero en una mayor participación y efecto, en virtud de lo sentado por la demandante principal”.
         Sobre esto último esgrimió que a partir de lo aseverado por la convocante en la reivindicación, se colige que el término que ha poseído la demandada el predio comenzó “al momento de fallecer el verdadero propietario del bien citado, desde entonces ha ejercido la posesión, prohibiendo a mi mandante su ingreso”, lo que supone una confesión judicial espontánea merced a lo previsto en el artículo 194 procesal civil. 
         Concluye diciendo que, dado el reconocimiento que la actora principal hace del periodo desde el cual ha tenido relación de hecho la señora ALBORNOZ NIÑO con el fundo bajo litis, “se colige, que entre el 12 de febrero de 1981 y la fecha en que se presentó a reparto la presente demanda, pasó con suficiencia el bienio que exigía la norma para ganar por prescripción el bien”. 
         4- La parte actora interpuso recurso de casación. El Tribunal lo concedió por auto de 25 de enero de 2013 (folios 61-65 vuelto del cuaderno de segunda instancia). Admitido el  recurso por la Corte (folio3), en tiempo hábil se sustentó. Procede la Sala ahora a pronunciarse sobre la admisibilidad de la demanda previas las siguientes, 
CONSIDERACIONES

1.- La naturaleza dispositiva y estricta del recurso en cuestión, cuyo propósito es el quiebre de una sentencia amparada por la presunción de legalidad y acierto, exige que el escrito presentado para sustentarlo se sujete a determinados requisitos formales, porque al fin de cuentas, ese libelo constituye la moldura dentro de la cual la Corte debe discurrir su actividad; de ahí que competa al censor atender un mínimo de exigencias en procura de tornar idónea la respectiva sustentación. 

2.- En lo que interesa al caso que circula por la Sala, tratándose de la causal primera de casación, acorde con el artículo 374, numeral 3º del Código de Procedimiento Civil, al recurrente le corresponde, entre otras, señalar con precisión las “normas de derecho sustancial” que estime infringidas, hipótesis que, como lo ha sostenido la Corporación, se materializa con, “señalar cualquiera de las disposiciones de esa naturaleza” (auto de 4 de marzo de 2013 expediente 2008-00284); obviamente, en la medida en que constituya basamento esencial de la sentencia cuestionada, como así aparece regulado por la normativa ejusdem.
                 3.- La Corporación, a propósito de la causal primera de casación ha expuesto que “…en el marco de dicho motivo casacional, es deber del impugnante precisar las normas sustanciales violadas, cualquiera que sea la vía que haya escogido para perfilar su acusación: la directa o la indirecta, sin que, tratándose de esta última, pueda excusarse su señalamiento a pretexto de la demostración de los errores de apreciación probatoria que se le endilguen al fallo, o de la determinación de las normas probatorias supuestamente quebrantadas –cuando se predique la comisión de un yerro de derecho-, pues si a  esto último se limitare el recurrente, omitiendo la mencionada exigencia, quedaría trunca la acusación, en la medida en que no podría la Corte, al analizar el cargo, establecer oficiosamente cuáles disposiciones materiales habrían sido quebrantadas a consecuencia de los yerros que se hubieren acreditado” (auto de 7 de diciembre de 2001, Exp. 0482-01).
         Respecto de la causal quinta se ha dicho que “En atención a dicho motivo de inconformidad, el numeral 5 del artículo 368 id le da viabilidad en caso de “haberse incurrido en alguna de las causales de nulidad consagradas en el artículo 140, siempre que no se hubiera saneado”, de donde se tiene que el sólo hecho de invocarlo no es suficiente, sino que de manera previa debe establecerse si quien lo hace se encuentra legitimado para ello de conformidad con la regulación complementaria, además de que no corresponda a una situación superada, en aras de evitar actuaciones que atente contra el principio de lealtad procesal”. (Auto de 1º de noviembre de 2011, expediente 2009-00164-01).

        4. A partir de los anteriores referentes, en el escrito aducido por la recurrente, aparece que los cargos formulados, no cumplen el mínimo de aquellas exigencias, generando por ello, su inadmisión y, subsecuentemente, con respecto a los mismos, la deserción de la impugnación extraordinaria por las razones que a continuación se precisan. 

        4.1.- Tres cargos planteó el recurrente, dos por la causal primera de casación, y uno por el vicio de actividad a que alude la causal quinta de casación. 

         4.2 En el asunto que se examina, la acusación número uno la hizo consistir el censor cuando expresó lo que sigue: “con apoyo en la causal primera de casación que consagra el artículo 368 del Código de Procedimiento Civil, ataco la sentencia por error manifiesto y evidente de hecho en la apreciación de la demanda cuyo hecho 4º de la misma se torna como confesión al tenor del artículo 197 (…) adoptándose una decisión que no debía adoptarse, imponiéndose la violación de la ley por la vía indirecta” .
         Sin embargo, no trasuntó ni enunció en ninguna forma, la norma sustantiva presuntamente violentada, razón que hace caer al vacío la embestida.

        4.3 En lo atañedero al cargo segundo, se advierte una deficiencia con idénticos contornos debido a que, la crítica se limitó a expresar: “de conformidad con el artículo 1º del artículo 368 del CPC, se acusa la sentencia de haber incurrido en error de hecho, manifiesto en la apreciación de determinada prueba”, omitiendo en términos absolutos la carga de señalar la norma sustantiva infringida con la sentencia, lo que advierte una orfandad total en ese sentido, por lo que la memorada acusación tampoco se admite.

        4.4 El tercer ataque, lo formuló el libelista con apoyo en la causal 5º que establece el precepto idem del CPC, por haberse incurrido en la causal 9ª de nulidad conforme lo dispone el artículo 140 de la misma obra, por razón de la indebida citación de los herederos indeterminados del causante ALBERTO HERNÁNDEZ GARCÍA. Explicó en su memorial que cuando la convocada formuló demanda de reconvención “que es admitida mediante auto de 30 de mayo de 2007, y en cumplimiento de lo establecido en el artículo 407 del CPC, en dicho auto se ordenó el emplazamiento de los herederos indeterminados del causante ALBERTO HERNÁNDEZ GARCÍA como quiera que la misma se dirige contra estas personas, así como de aquellos indeterminados que se crean con derechos sobre el bien”.
         Reparada la censura vertida en el escrito sustentatorio de la opugnación extraordinaria, ha de recordarse, como lo ha dicho la jurisprudencia de la Sala, que cuando se trata de la quinta causal de casación  “existen casos en que no habría lugar a abordar su mérito, como cuando quien la alega carece de legitimación, o el requisito para admitir un ataque de esa naturaleza se echa de menos, esto es, que el vicio no se hubiere saneado. Como recientemente se dijo, (…) el impulso de esa especie de ‘error es procedente cuando es dable abordar su fondo, bien por no haber sido saneado, ya porque aunado a ello existe legitimación para alegarlo” (auto de 26 de abril de 2011, exp. 00373, entre otros). (Negrilla fuera de texto).
         De donde, entendidas las nulidades como mecanismo para tutelar a aquel cuyo derecho ha sido conculcado, se muestra evidente que las mismas sólo pueden, en principio, alegarse por la persona afectada por el vicio, vale decir, que sólo a esta persona  y no a otra asiste interés jurídico para reclamar al respecto, cual lo advirtiera el inciso 2º del artículo 143 de la ley ritual civil  en tanto que impone a quien alega cualquiera de ellas, la obligación de “expresar su interés para proponerla”. Y el aspecto lo revalidó aún más, el inciso siguiente de la misma norma al disponer: “la nulidad por indebida representación o falta de notificación o emplazamiento en legal forma, sólo podrá alegarse por la persona afectada”.

         Por consiguiente, no es su propia situación la que preocupa ahora a la recurrente; nótese que lo que pide es la anulación del trámite, no por circunstancias que a ella atañen, sino a otro extremo del litigio, representado en este caso por los herederos indeterminados de HERNÁNDEZ GARCÍA, del que dice estuvieron mal emplazados, a propósito de la demanda de reconvención presentada dentro de la actuación, escueto planteamiento del que brota de inmediato la falta de interés en la promotora de la impugnación para alegar nulidad semejante. 
         No prospera pues, el cargo.
         Habida cuenta de lo señalado, las citadas acusaciones  no se allanan a las exigencias formales del artículo 374 del C. de P. C. situación que apareja su inadmisión y, correlativamente, la deserción del recurso extraordinario aquí formulado. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil,

RESUELVE

         Primero: INADMITIR  la demanda presentada por la parte actora, a través de apoderado, contra la sentencia de 31 de mayo de 2012, proferida por la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá dentro del proceso ordinario identificado en el encabezamiento de esta providencia.
         Segundo: Consecuencialmente, DECLARAR desierto el recurso de casación en referencia y en lo que hace a dichas acusaciones. 
Tercero: devolver el expediente al Tribunal de origen
NOTIFÍQUESE

MARGARITA CABELLO BLANCO
RUTH MARINA DÍAZ RUEDA

FERNANDO GIRALDO GUTIÉRREZ  

ARIEL SALAZAR RAMÍREZ

ARTURO SOLARTE RODRÍGUEZ

JESÚS VALL DE RUTÉN RUIZ
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